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LA POTESTAD REGLAMENTARIA CANÓNICA 
Y SU ACTIVIDAD 
por Jaime TRASERRA 
El nuevo Código de Derecho Canónico establece en el c. 135 9 1 
que «la potestad de régimen se divide en legislativa, ejecutiva y 
judicial». 
La diferenciación de estas tres funciones está pacíficamente acep- 
tada por los estudiosos del derecho público y de la teoría del Es- 
tado. Es además una realidad constatable en la organización de la 
vida social de cualquier grupo humano. 
Sin embargo, esta diferenciación de funciones adquiere una singu- 
lar importancia política cuando va a ser utilizada como técnica 
jurídica para controlar el poder de los monarcas absolutos y para dar 
garantías a los ciudadanos en el ejercicio de sus derechos y liberta- 
des. Es la segunda fase histórica de construcción de los Estados 
europeos que se extiende desde el s. XVII al s. XIX. 
No es necesario recordar aquí las etapas seguidas tanto en la 
elaboración de la doctrina de la separación de poderes como en la 
progresiva implantación del Estado de derecho. Sin embargo, con- 
viene repetir que el objetivo fundamental que orientó aquel proceso 
-doctrinal y práctic* fue el reconocimiento y defensa de los 
derechos de las personas y grupos frente al poder público'. 
La aplicación del principio de la separación de poderes en los 
Estados significó la ruptura de un cierto paralelismo que hasta 
l .  M. J .  C . ,  VILE, Conslitulionalism and the separation of powers, Oxford 1967. 
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entonces había existido entre los ordenamientos civiles y el ordena- 
miento de la Iglesia. En los siglos anteriores -escribe el Cardenal 
M. Lega -los ordenamientos de la Iglesia y del Estado coincidían: 
ambos distinguían la potestad de hacer leyes y la potestad de 
aplicarlas, pero reunían una y otra -«eminenter»- en las manos del 
Romano Pontífice y del Príncipe. A finales del s. XVIII, establecida 
la separación de poderes, existe una gran diferencia entre ambos 
ordenamientos: en la Iglesia permanece sin cambios la ordenación 
que fue constituida en la remota antigüedad2. 
No hay duda que en el ordenamiento de la Iglesia, el Romano 
Pontífice para la Iglesia universal y el Obispo para la Iglesia local, 
son titulares de la potestad legislativa, ejecutiva y judicial, sin que 
pueda hablarse de separación de poderes. 
Sin embargo, también en la Iglesia, aquella preocupación por la 
defensa de los derechos y libertades, y el deseo de evitar un 
ejercicio arbitrario de la autoridad, han alentado a los juristas y en 
última instancia al legislador a buscar una aplicación del principio de 
la separación de funciones compatible con la naturaleza peculiar de 
la Iglesia. 
Pablo VI en su discurso a los miembros del Tribunal de la Rota 
Romana, de 4 de febrero de 1977, decía: «Patet vero usum potestatis 
spiritualis' sacramentaliter collatae non ad arbitrium exerceri potest. 
Unicuique ergo fideli iura, quae lege naturali ve1 divina positiva 
habentur, agnoscenda sunt ideoque t ~ e n d a » ~ .  
Tambien entre los Principios aprobados por el Sínodo de los 
Obispos, reunido en octubre de 1967, se afirma la necesidad de 
regular mejor los recursos administrativos para una más eficaz 
protección jurídica de los derechos de los fieles. Para alcanzar este 
objetivo, deben distinguirse las diversas funciones de la potestad 
eclesiástica y definir más claramente los órganos que ejercen cada 
una de las funciones4. 
En el nuevo Código de derecho canónico encontramos, como 
respuesta a estas peticiones de perfeccionamiento del derecho admi- 
nistrativo, de los recursos y de las garantías en la defensa de los 
2. M. LEGA, Praelectiones in textirm irrris canonici Dc. Iudiciis Ecclesiasticis 11, 
Roma 1898, pp. 87-89. 
3. PAULUS PP. VI, Ad Trihirnrrlis Sncrae Romarrae Rotar Deccrniitr~. Pr~c~1oto.s 
Auditores Officirrles et Aduoccttos ... en: Comrnunicritiones IX (1977) 23-29. 
4 .  Principia qurie Codicis iirris crrnonici recognitionern dirixrrnt. en: Comtnittzico- 
tienes I (1969) 83. 
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fieles, cánones de nueva factura que no se hallaban en el Código de 
1917 y que significan, sin duda alguna, una clarificación y una mejor 
ordenación de los actos de la potestad de régimen. 
Conviene, antes de estudiar los nuevos cánones, trazar las líneas 
del proceso que antecede al nuevo Código con objeto de comprender 
mejor la evolución doctrinal y legislativa en este tema. ' 
1 .  Precedentes históricos 
La división de funciones se inicia en la legislación canónica 
promulgada por Pío X para la reforma de la Curia -Romana. La 
Constitución Apostólica «Sapienti Consilio», de fecha 29 de junio de 
1908, y las posteriores «Lex Propria Sacrae Rotae et Signaturae 
Apostolicae» y «Ordo Servandus in Sacris Congregationibus, Tribu- 
nalibus, Officiis Romanae Curiae», dadas para su aplicación, tenían 
como objetivo fundamental clarificar las competencias de los órga- 
nos de la Curia Romana y agilizar y perfeccionar la tramitación de 
los asuntos que tenían encomendados5. 
Para ello, Pío X quiso que las Congregaciones romanas perdieran 
las funciones judiciales que hasta entonces ejercían y ejercieran 
únicamente (o prevalentemente) funciones administrativas o discipli- 
nares. 
Restauró el Tribunal de la Rota Romana y el de la Signatura 
Apostólica con competencia judicial para tramitar y resolver las 
causas contenciosas llevadas a la Santa Sede. 
La reforma de Pío X no solamente introdujo dos modos de 
proceder en la tramitación de los asuntos (la vía judicial, la vía 
administrativa) sino que estableció la distinción entre órganos judi- 
ciales y órganos administrativos, con la respectiva competencia 
judicial o administrativa. La verdadera novedad de la reforma fiie la 
distinción entre potestad judicial y potestad administrativa6. 
Debe reconocerse, sin embargo, que la distinción introducida ni 
5.  Rus x ,  Const. Apost. Sripienti Consilio, en: A.A.S. 1 (1909) 7-19; Lex propria 
Sacrae Rotae ..., ibid., pp. 20-35; Ordo servandus ..., ibid. pp. 36-108. 
6 .  Ch.,  L E F E B R E ,  De exercitio potetatis iudicialis per organo administrativa seir 
Vern,altungsgerichbarkeit en: Q~iestioni attuali di diritto canonico (Analecta Grego- 
riana 69), Roma 1955, p. 441: «Puto potius innovationem in hoc facto adesse quod 
Constitutio Sapienti Consilio nom iam agnoscat potestatem stricte iudiciariam SS. 
Congregationum; introduxit enim pnncipium separationis iudicianae et administrativae 
potestatum in iure nostro. In hoc adest innovatio.. 
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era perfecta ni se llevaba hasta las últimas consecuencias. Faltó un 
criterio claro y de carácter general por el que se distinguieran los 
asuntos judiciales de los administrativos. Se mantuvo la posibilidad 
de que causas que de por sí eran judiciales fueran tramitadas por las 
Congregaciones en vía administrativa, si los litigantes daban su 
consentimiento para ello. 
El Código de Derecho Canónico promulgado por Benedicto XV el 
27 de mayo de 1917 recogió la legislación de Pío X y distinguió los 
organismos con función judicial de los organismos con función 
administrativa en la Curia ~ o m a n a  (Tribunales, Congregaciones y 
Oficios). Asimismo aplicó a la función de gobierno de los Obispos la 
distinción entre potestad legislativa, judicial y coactiva (c. 335). 
Es cierto que el término administrativo no fue usado en el Código 
para designar una función propia de la jurisdicción, ni tampoco se 
formuló expresamente la distinción de funciones en los cánones 
generales referentes a la potestad de jurisdicción. Sin embargo debe 
reconocerse que la distinción de funciones se encuentra aceptada en 
el Código y hay que contar con ella para la correcta interpretación 
de los cánones7. 
Los canonistas posteriores al Código, partiendo de la distinción de 
funciones presente en el mismo, profundizaron en la distinción entre 
función judicial y función administrativa, buscando establecer la 
peculiaridad substancial de cada una de ellas y los ámbitos de su 
competencia. 
Repetidas veces -y en contraste con el desarrollo que tuvo el 
derecho administrativo en el campo civil- los canonistas escribieron 
que el derecho canónico estaba insuficientemente desarrollado, que 
era necesaria una mayor protección de los derechos de los fieles y 
que resultaba necesario un control judicial de los actos administra- 
tivos canónicos8. Todo ello exigía una correcta distinción entre 
función administrativa y las demás funciones de la potestad de 
jurisdicción. 
Esta cuestión tuvo también su eco en los documentos del Concilio 
Vaticano 11. La Const. dogmática ((Lumen Gentium~ se refirió a las 
funciones comprendidas en la potestad de régimen, diciendo: N. .. los 
7. G. MICHIELS, Dí) potestute ordinnriu et delegutu, Tournai 1964, p. 164. K .  
MORSDORF, D e  potestute udministrutiuu et i~idicirrli, en: Q~restioni rittlictli (0.c. en n. 
6) 409. 
8. J .  TRASERRA, Lrr tutelu de los derechos subjetiuos frente c1 lo Administroc.iríti 
Eclesicísticrr, Barcelona 1972, pp. 99-130. 
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Obispos tienen el sagrado derecho y ante Dios el deber de legislar 
sobre sus súbditos, de juzgarlos y de regular cuanto pertenece al 
culto y organización del apostolado* (n.O 27) y la Constitución 
Pastoral ~Gaudium et Spes», refiriéndose a la sociedad civil, afirmó: 
«...es necesario un orden jurídico positivo que establezca una ade- 
cuada división de las funciones institucionales de la autoridad polí- 
tica» (n.O 75). 
Después del Concilio, Pablo VI promulgó la Constitución «Regi- 
mini Ecclesiae Universae» para la reforma de la Curia Romana, en 
fecha 15 de agosto de 1967'. La Constitución reconoce la compe- 
tencia administrativa de las Congregaciones y reserva a los Tri- 
bunales las cuestiones que hayan de ser resueltas judicialmente 
( n . O  7). 
Asimismo la Constitución instituye la Sección Segunda del Supre- 
mo Tribunal de la Signatura Apostólica con competencia para enjui- 
ciar las controversias provenientes de un acto de la potestad admi- 
nistrativa (n.O 106). 
La reforma de Pablo VI reafirmó la distinción entre órganos 
administrativos y tribunales judiciales, con la consiguiente distinción 
entre causas administrativas y causas judiciales. 
Iniciados los trabajos para la reforma del Código, el Sínodo de los 
Obispos, reunido en octubre de 1967 -tal como hemos indicado-, 
urgió la distinción de las diversas funciones de la potestad eclesiás- 
tica, «es decir legislativa, administrativa y judicial», señalando los 
órganos que ejercen cada una de ellas, en orden a un mejor sistema 
de garantías para los fieles. 
La misma Comisión Pontificia para la reforma del Código recono- 
cía que el título del nuevo Código que iba a dedicarse al ejercicio de 
la potestad de régimen tenía mayor amplitud que en el Código de 
1917, ya que los cánones del título de Potestcrte Ordinaria et 
Delegnta daban normas para la potestad ejecutiva principalmente, 
pero no trataban ex profeso de la potestad legislativa y judicial. La 
nueva ordenación de la materia de este título - e n  el nuevo Códi- 
g o -  ofrece una mayor claridad y seguridad jurídicalo. 
9. PAULUS v i ,  Constitutio Aposlolica ~Regimin i  Ecclesiae Universae., en: A.A.S. 
59 (1967) 921-922. 
10. Pontificio Commisio C . I . C . .  recognoscendo, Praenotanda, en: Communica- 
riones iX (1977) 234: «Titulus uti proponitur, latior est quam titulus prioris Codicis. In 
priore Codice canones tituli De potestate ordinaria et delegata normas preaebebant 
praesertim de potestate executiva, sed de potestate legislativa et iudiciali ex professo 
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2. En el nuevo Código de Derecho Canónico 
Son muchos los cánones del nuevo Código en los que se hace 
referencia a las potestades legislativa, judicial y ejecutiva. Ya hemos 
citado el c. 135 § 1, en el que, con carácter general, se enuncia la 
división de funciones en la potestad canónica de régimen. 
Debe notarse, sin embargo, que mientras en todos los Libros del 
Código se mantiene constante la denominación «potestad legislativa- 
potestad judicial», por lo que se refiere a la potestad ejecutiva se 
adoptan diversos nombres: «potestad ejecutiva* es el mayormente 
utilizado (cc. 135-138, 391), pero también «potestad administrativa» 
(cc. 1400 § 2, 1445 § 2) y «gobierno» (cc. 475 3 1, 476). 
¿Pueden identificarse las diversas denominaciones empleadas o, 
por el contrario, a cada una de ellas corresponde una realidad -al 
menos parcialmente- diversa? 
El término «función de gobierno» o «gobierno» aparece en diver- 
sos cánones del Código. 
Algunas veces «gobierno» se identifica con la potestad de régimen 
y por tanto comprende todas las funciones de ésta. Diríamos que el 
término «gobierno» se utiliza para significar un momento anterior a 
la división de funciones. Tal es el caso del c. 391 § 1 o 469. 
Otras veces «gobierno» dice relación a la función ejecutiva exclu- 
sivamente. Tal es el caso, a nuestro entender, de los cc. 475 § 1 y 
476, en los que se afirma que los Vicarios General y Episcopal 
ayudan al Obispo en el gobierno de la diócesis. Su ayuda es 
solamente como titulares de la potestad ejecutiva y en el ejercicio de 
la misma. 
Sin embargo no reciben el nombre de actos de gobierno todos los 
qu.:: derivan de la potestad ejecutiva. Solamente aquellos actos de 
mayor trascendencia («los grandes asuntos») o aquellas decisiones 
que trazan las grandes líneas de acción son propiamente actos de 
gobierno. Los actos administrativos, que resuelven asuntos concre- 
tos («los negocios comentes»), ayudan a conseguir los fines pro- 
puestos en el programa de gobierno. . 
Creo que no hay especial dificultad en admitir en el campo 
canónico la distinción elaborada por los juristas civiles entre función 
non agebant nec de earum delegabilitate praescripta praebebant. Aptius visum est ut 
de singulis functionibus potestatis regiminis normae certae traderentur, et ideo latior 
inscriptio huius tituli admissa est». 
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de gobierno y función administrativa. Ambas se alojan en el ámbito 
de la función ejecutiva, pero no deben identificarse. «Se trata de una 
mera distinción de matiz» - d i c e  Garrido Falla- «basada en la 
importancia del asunto que debe resolverse, que, como criterio 
práctico, incluso puede resultar en muchos casos insuficiente; pero 
debe reconocerse que la doctrina no ha sabido hasta ahora ir mucho 
más allá en la precisión de esta diferencia»". 
La potestad de castigar con sanciones penales a los fieles que 
cometen delitos (regulada en el Libro VI del nuevo Código, de las 
sanciones de la Iglesia) no puede ser considerada una cuarta función 
de la potestad de régimen, distinta de las que menciona el c. 135 § 1. 
Es cierto que en el c. 335 § 1 del Código de 1917 la potestad 
coactiva era mencionada junto a la legislativa y judicial, como si 
fuera la tercera función específicamente distinta de aquéllas. Como 
advierte Ottaviani12, el Código de 1917 quiso mencionar especial- 
mente la potestad coactiva por cuanto era objeto de controversia y 
no era reconocida como potestad propia de la Iglesia. No se prspu- 
so, por tanto, dar una división completa de las potestades que 
componen la potestad de régimen, ni mencionó otras funciones de la 
potestad ejecutiva que eran pacíficamente aceptadas. La potestad de 
castigar debe por tanto considerarse, en parte, como un aspecto 
de la potestad legislativa: «quién tiene potestad legislativa puede 
también dar leyes penales)) (c. 1315 § 1) pero, sobre todo, como 
parte de la potestad judicial y de la potestad administrativa. 
Para declarar o imponer penas cabe tanto el procedimiento judicial 
como el administrativo (c. 1341), ya que cuando por causas justas no 
es posible hacer un proceso judicial, la pena pueda declararse o 
imponerse por decreto extrajudicial en los casos previstos por la ley 
(c. 1342 § 1). Así pues, el Juez tiene en su función judicial la de 
imponer penas o la de absolver al reo, según resulte del proceso 
penal. También los titulares de la función ejecutiva pueden declarar 
una pena o imponerla, mediante un decreto administrativo, tal como 
consta en el c. 1720, y en los cc. 1341-1342. 
En conclusión, la potestad de castigar debe reducirse -según los 
casos- a una de las tres referidas potestades: legislativa, ejecutiva o 
judicial. 
11. F. GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administratiuo 1, Madrid 1966, p. 50. 
12. A. WAVIANI, Institutiones Iuris Publici Ecclesiastici 1, Ciudad del Vaticano 
1958, p. 75. 
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El término «potestad ejecutiva» se encuentra reiteradamente en el 
Código. También -como dijimos- el término «potestad administra- 
tiva» se encuentra en algunos cánones. 
En nuestra opinión el legislador identificó una y otra denomina- 
ción. En los trabajos preparatorios de la Comisión para la reforma 
del Código, se identifica expresamente: epotestas administrativa seu 
executiva»I3 y «actus qui ad administrationem spectant et sunt 
indolis executivae seu administrativae» 1 4 .  En el mismo Código se 
dice que los actos administrativos proceden de quienes tienen potes- 
tad ejecutiva (cc. 35 a 93) y los mismos- actos -al tratar de su 
posible impugnación- son calificados «actos de la potestad adminis- 
trativa» (c. 1400 § 2). b 
No hay ninguna dificultad en admitir la identificación de ambos 
términos con tal que el término «ejecutivo» tenga una significación 
mucho más amplia que la que, de por sí, significa ejecutar. 
Ejecutar no puede identificarse con el mero cumplimiento de la 
ley o la ejecución de las sentencias judiciales. La función ejecutiva 
no se reduce a la mera aplicación del derecho. 
Si se atribuyera a la «función ejecutiva» únicamente la mera 
ejecución del derecho, se hana imposible el cumplimiento de todas 
aquellas tareas que el mismo ordenamiento canónico le ha confiado. 
Ya advertía Roberti: «mera executio, ob infinitam varietatem ca- 
suum, est imposibilis, et si esset possibilis foret iniqua» 1 5 .  
Atendiendo precisamente a la amplitud de tareas propias de la 
función ejecutiva, el Concilio Vaticano 11 prefirió evitar dar nombre 
a esta tercera función y procedió a su descripción. Escogió la 
expresión: «Oficio de regular todo cuanto pertenece al culto y 
organización del apostolado», para indicar que es una función amplia 
que abarca los aspectos sociales de la vida eclesial y que debe 
actuarse de manera continuada y concreta por su titular. 
Los canonistas han identificado la «poteStas omnia moderandi» del 
Concilio con la potestad administrativa canónica16. 
13. Coetus specialis studii «De Lege Ecclesiae Fundamentalia, sessio X ,  en: 
Cornmunicationes 1% (1977) 283. 
14. Praenotanda, o.c., en: Communicationes IX (1977) 231. 
15. F. ROBERTI, De Processibus 1, Roma 1941, p. 107. 
16. 1. GORDON, De tribunalibus administrativis, en: Periodica de re morali, cano- 
nica, liturgica LVII (1%8) 608. 
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11. LA POTESTAD ADMINISTRATIVA 
En la actualidad se acepta, comúnmente, denominar «función 
administrativa* a la tercera función de la potestad de régimen. 
También los canonistas utilizan el término «función administrativa 
canónica». 
Hechas las anteriores observaciones, en las que hemos puesto de 
relieve que la función administrativa se aloja en la función ejecutiva 
(la cual comprendería asimismo la función de gobierno), no hay 
dificultad en equiparar «función administrativa» a «función ejecu- 
tiva» y considerarla -junto con la función legislativa y judicial-- la 
tercera función de la potestad canónica de régimen. 
Establecido el nombre, conviene entrar en el contenido de dicha 
tercera función. 
Partiendo del nuevo Código de Derecho Canónico advertimos 
fácilmente que la tarea confiada a la función administrativa es muy 
amplia y diversificada. 
En primer lugar, corresponde a la función administrativa hacer 
efectiva la ley, es decir cumplir y hacer cumplir cuanto establecen 
las leyes, aplicarlas a los casos concretos, vigilar para que no dejen 
de cumplirse. Así consta claramente en el c. 392: «. . . el Obispo debe 
promover la disciplina que es común a toda la Iglesia, y por tanto 
exigir el cumplimiento de todas las leyes eclesiásticas. Ha de vigilar 
para que no se introduzcan abusos en la disciplina eclesiástica, 
especialmente acerca del ministerio de la palabra, la celebración de 
los sacramentos y sacramentales, el culto de Dios y de los santos y 
la administración de los bienes*. Igualmente en otros cánones, como 
por ejemplo: cc. 49, 386, 846, 1276, entre otros. 
En segundo lugar, corresponde a la función administrativa una 
actividad mucho más amplia que la ejecución de la ley. Se le exige 
una presencia activa en la comunidad eclesial con una finalidad 
claramente establecida: proveer lo más posible al bien de los fieles. 
Para ello deberá fomentar iniciativas, crear instituciones, coordinar 
actividades, facilitar medios espirituales y materiales. 
Sus intervenciones pueden darse en todos los campos y son 
prácticamente ilimitadas puesto que no puede establecerse un núme- 
ro determinado de casos fuera de los cuales no pueda recaer una 
decisión administrativa1'. 
17. M. CASTELLANO, De Decreto Episcopali Administrativo, en: Monitor Eccle- 
siasticllr 77 (1952) 79. 
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Son muchos los cánones del nuevo Código en los cuales se hace 
referencia a esta actividad múltiple y rica en matices. Así, por 
ejemplo: el cuidado para que los presbíteros dispongan de aquellos 
medios e instituciones que necesitan en el orden espiritual, intelec- 
tual y económico (c. 384), el fomento de las vocaciones a los 
ministerios y a la vida consagrada (c. 385), el fomento de las 
distintas formas de apostolado y el cuidado de su coordinación (c. 
394 § l),  la constitución de corporaciones o fundaciones autónomas 
mirando al bien público (c. 116), el nombramiento y remoción de los 
párrocos (cc. 523 y 1740), el fomento y coordinación de las activida- 
des catequísticas (c. 775 § l), todo lo referente a la recta administra- 
ción de los bienes eclesiásticos (cc. 1273 y SS.). 
Debe anotarse que, a pesar del carácter general y abstracto con 
que se enuncian estas actividades, se trata realmente de decisiones 
concretas, de disposiciones singulares, con las que se atienden. y 
resuelven las situaciones o necesidades de la vida diaria 'de la 
comunidad. 
En tercer lugar, corresponde a la función administrativa dictar 
normas de carácter general por las que se determina el modo que ha 
de observarse en la ejecución de las leyes o se urge su observancia. 
Así viene expresamente reconocido en el nuevo Código en los cc. 
31-34. Se trata de los Decretos generales ejecutorios y de las 
Instrucciones: son actos administrativos de carácter general, emana- 
dos de la potestad ejecutiva y con subordinación a las leyes. 
Volveremos luego al estudio inás detallado de este aspecto de la 
función administrativa. 
En cuarto lugar, se debe mencionar asimismo, como actividad de 
la función administrativa, la tramitación y resolución de las contro- 
versias provenientes de un acto de la potestad administrativa. Queda 
claramente establecido en el c. 1400 9 2: «Sin embargo las contro- 
versias provenientes de un acto de potestad administrativa pueden 
llevarse sólo al superior o al tribunal administrativo.» 
En este aspecto la actividad administrativa se asemeja a la activi- 
dad de los jueces ya que dirime controversias, entiende en las 
causas de resarcimiento de daños o de reconocimiento de derechos, 
y se pronuncia sobre la ilegalidad de los actos administrativos 
anulándolos o reformándolos. 
Sin embargo es el titular de la función administrativa quien ejerce 
aquellas competencias, de tal manera que se ha podido afirmar que 
«juzgar a la Administración es administrar» o que los titulares de la 
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función administrativa actúan, en la resolución de estos casos, como 
jueces y como parte interesada simultáneamente. 
Las facultades del Superior que ha de decidir las controversias 
originadas por un acto de la potestad administrativa son muy am- 
plias ya que, según lo requiera el. caso, puede confirmar o declarar 
nulo el decreto, o rescindirlo o revocarlo, corregirlo, substituirlo por 
otro, o abrogar10 1 8 .  
En quinto lugar, la función consultiva. Determinados organos 
administrativos tienen encomendada la función de asesorar o aconse- 
jar a los titulares de la potestad ejecutiva y éstos necesitain el 
consentimiento o el consejo de aquéllos para poder obrar válida- 
mente. 
El nuevo Código -aplicando los textos conciliares del Vaticano 
11- ha dado vida en las diócesis a diversos organismos de consulta: 
el consejo prebiteral (c. 500 § 2), el consejo pastoral (cc. 511, 514 § 
l), el consejo de consultores y, en su caso, el,,Capítulo Catedral (cc. 
502, 503), el consejo de asuntos económicos (c. 492). 
También a nivel de la Iglesia Universal, en la Curia Romana, 
existen organismos administrativos de con~ulta '~.  
Por último, corresponde también a los titulares de la potestad 
ejecutiva imponer o declarar penas canónicas por decreto extra- 
judicial, cuando por justas causas no sea posible hacer un proceso 
judicial. En cualquier caso, los remedios penales y las penitencias 
pueden aplicarse mediante decreto (c. 1342 § 1). 
Esta actividad administrativa no solamente se asemeja a la activi- 
dad judicial, sino que «lo que en la ley o en el precepto se prescribe 
sobre el juez, respecto a la imposición o declaración de una pena, se 
aplica también al Superior que impone o declara una pena mediante 
decreto extra-judicial.. .» (c. 1342 § 3). 
Los anteriores aspectos comprendidos en la función administrativa 
nos descubren los principales elementos que la caracterizan y que 
deberían reunirse en una posible definición: 
1. LU función administrativa no es homogénea. 
Junto a la aplicación y cumplimiento de las leyes, es propio de la 
18. C.' 1739. 
19. J. ARIAS, L a  función consultiva, en: lus Canonicum X I  (1971) 233-243. 
212 JAIME TRASERRA 
función administrativa dictar normas generales y resolver determi- 
nados conflictos. 
Bajo la perspectiva de una rigurosa y teórica distinción de funcio- 
nes, podría decirse que dictar normas de carácter general debena 
atribuirse a la función'legislativa y resolver conflictos a la función 
judicial. Sin embargo la ley canónica las confiere expresamente 
-como hemos visto- a la función administrativa. 
La existencia de actividades en el interior de una determinada 
función que, por su contenido, parecen pertenecer al ámbito de otra, 
es un hecho suficientemente admitido en todos los ordenamientos y 
pone de manifiesto que la división de funciones nunca ha sido 
aplicada ni lograda del todo, aunque en cada función hay una 
actividad que prevalece sobre las demás y es la que le da nombre 
propio. 
2 .  La función administrativa está subordinada a la ley 
La función administrativa debe ajustar su actividad a las normas 
del derecho; a la ley en sentido propio y a todo el derecho objetivo. 
Se excluye una actividad administrativa incontrolada y arbitraria, 
que redundaría en la inseguridad de los derechos de los fieles y 
fomentaría el comportamiento caprichoso de sus titulares. 
La actividad administrativa debe ser legal, es decir sometida al 
derecho, y los actos administrativos que violan las normas jurídicas 
son ilegales y pueden ser impugnados20. 
Así pues, los actos administrativos, tanto generales como singula- 
res, no pueden infringir lo dispuesto en las leyes. Respecto a los 
decretos generales ejecutorios el c. 33 O 1, establece que «sus 
prescripciones que sean contrarias a las leyes no tienen valor algu- 
no» y en relación con los actos administrativos singulares el c. 38 
establece: «Todo acto aaministrativo, aunque se trate de un rescrip- 
to dado Motu Propio, carece de efecto en la medida que lesione el 
derecho adquirido de un tercero o sea contrario a la ley o a una 
costumbre aprobada, a no ser que la autoridad competente hubiera 
añadido de manera expresa una cláusula derogatoria». 
20. D. S~AFFA, Praesupposita recursus ad Alteram Sectionem Signaturae Aposto- 
licae, en: Periodica de re rnorali, canonica, liturgica LXVII (1978) 529: ~Actus  ergo 
potestatis administrativae in quantum praetergrediatur limites praefixos a lege. id est 
violet legem seu illegitimus evadat, impugnan potestn. 
La actividad administrativa se propone la realización de los fines 
que tiene encomendados. El derecho le señala los cauces por los que 
debe discumr su actividad. 
3. La función administrativa exige un margen de discreciona- 
lidad. 
La subordinación de la actividad administrativa a la ley no debe 
contraponerse a la capacidad de iniciativa y a la libertad de decisión. 
La tarea que tiene confiada exige que en algunos aspectos y en 
determinados momentos pueda actuar discrecionalmente. 
Si administrar fuera idéntico a la mera ejecución de la ley podría 
reducirse al máximo el ámbito de discrecionalidad. Sin embargo, la 
tarea encomendada a la función administrativa desborda -como ya 
hemos v i s t h  en muchos aspectos a la mera ejecución de la ley y 
por ello debe contar con los medios adecuados para poder realizarla. 
La discrecionalidad es uno de ellos. No afirmamos, obviamente, que 
todos los actos administrativos sean discrecionales. En muchos 
casos la ley establece, de antemano y con detalle, las circunstancias 
y el sentido que vinculan al autor de un determinado acto adminis- 
trativo. En tal caso no cabe la discrecionalidad, porque el acto está 
regulado por la ley, vinculando a su autor, en todos los aspectos. 
Así, por ejemplo: el modo de proceder en el traslado de los 
párrocos queda regulado por los cc. 1748-1752 y no puede emitirse 
un decreto de remoción prescindiendo de los trámites que en ellos se 
imponen. Por el contrario, en otros casos la ley deja un margen de 
libertad y corresponde a los titulares de la función administrativa 
decidir la oportunidad del acto administrativo, el tiempo y el modo o 
el sentido del mismo. Es entonces cuando puede hablarse de discre- 
cionalidadZ1 . 
Así, entre otros muchos casos, se deja a la discreción del Obispo 
la constitución del consejo pastoral diocesano (c. 511), el norribra- 
miento de un moderador de la curia (c. 473 § 2), la erección de 
asociaciones de fieles (c. 301 § l ) ,  etc. 
Sin embargo, la discrecionalidad de la función administrativa no 
significa la quiebra del principio de su sumisión a la ley. Existe un 
21. R. ENTRENA, Curso de Derecho Administrativo, Madrid 1965, p. 149: (<Una 
potestad es pues discrecional siempre que el ordenamiento jurídico no establece 
cuándo debe ejercitarse, cómo debe ejercitarse y en qué sentido se debe ejercitar». 
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elemento que se halla siempre reglado y que nunca es discrecional: 
se trata del fin de la actividad administrativa. 
En el nuevo Código de Derecho Canónico encontramos enuncia- 
dos los fines a los que debe atenerse el titular de la función adminis- 
trativa al actuar. Así, por ejemplo: «el bien de la porción del pueblo 
de Dios que le está encomendada» (c. 473 § l), «el bien de las almas 
o la necesidad o uti1idad.de la Iglesia» (c. 1478), «el bien espiritual 
de los fieles» (c. 87 § 1) o expresiones semejantes. Aparte de otras 
finalidades inmediatas que pueden establecerse para determinados 
actos, queda afirmada la finalidad última a la cual toda actividad 
administrativa debe sujetarse: la autilitas Ecclesiaen o bien público. 
4 .  La función administrativa promueve directa e inmediatamente 
la ((utilitas Ecclesiae)) o bien público. 
Todas las funciones en que se divide la potestad de régimen tienen 
como finalidad el bien público. Legislar, juzgar y administrar son 
fiinciones dirigidas a crear o mantener aquel orden social justo 
propio de la comunidad eclesial. 
Sin embargo la manera como cada función promueve este bien 
público es diversa. 
La función administrativa se caracteriza por su actividad orientada 
a la consecución del bien común de una manera directa e inmediata. 
Se propone satisfacer necesidades o intereses de los fieles con 
prestaciones o intervenciones directas, es decir actuando inmediata- 
mente o interviniendo como sujeto activo en la vida social. 
Las necesidades, deseos, peticiones de las comunidades cristianas 
se convierten para los titulares de la función administrativa en 
llamadas a la acción. Acción inmediata y eficaz que procure satisfa- 
cerlas o resolverlas. Finalidad: el bien público. 
Esta es la característica propia de la función administrativa que la 
distingue desde el punto de vista objetivo o substancial de las 
restantes funciones de la potestad de régimen. 
En el can. 116 O 1 encontramos un ejemplo concreto: la autoridad 
eclesiástica competente constituye corporaciones y fundaciones, y 
las dota de personalidad jurídica, para que cumplan en nombre de la 
jerarquía de la Iglesia la misión que se les confía mirando al bien 
público. 
También en el c. 301 O 2 se dice que la autoridad eclesiástica 
competente puede erigir asociaciones con fines espirituales, a los 
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que no se provea de manera suficiente con la iniciativa privada. 
Cuando lo aconsejen las necesidades pastorales de una diócesis 
-dice el c. 403 § 1- se constituirán uno o varios Obispos Auxilia- 
res, a petición del Obispo. 
El c. 539 establece que cuando quede vacante una parroquia o el 
párroco esté imposibilitado para ejercer la función pastoral, el Obis- 
po diocesano ha de proveer cuanto antes con un administrador 
parroquial o sacerdote que supla al párroco. 
El c. 802 § 1 afirma que si no existen escuelas en las que se 
imparta una educación imbuida del espíritu cristiano, corresponde al 
Obispo diocesano procurar su creación. 
Son suficientes los cánones mencionados para que aparezca con 
claridad que la actividad propia de la función administrativa tiene 
como finalidad crear directa o inmediatamente aquellos condiciona- 
mientos sociales que permiten y favorecen la vida cristiana de los 
fieles. 
Crear asociaciones o escuelas, erigir parroquias o casas religiosas, 
nombrar Obispos o párrocos, son actos administrativos cuya finali- 
dad indiscutible es el bien público, el bonum Ecclesiae. 
5 .  La función administrativa tiene carácter continuo y concreto. 
Dos nuevas notas deben añadirse a las características hasta ahora 
enunciadas de la función administrativa: su carácter de función que 
se ejerce día a día, continuamente, y que se aproxima a la realidad, 
de una manera concreta. 
El ejercicio continuo de la función administrativa deriva de su 
misma finalidad. La satisfacción de intereses y la prestación de 
servicios es una tarea nunca acabada. Las necesidades evolucionan 
con el tiempo y se substituyen por otras nuevas. También la activi- 
dad administrativa variará con ellas y adaptará sus respuestas. 
El bien común es también una realidad dinámica que evoluciona 
junto con la vida social que pretende organizar. La función adminis- 
trativa, cuya finalidad es el bien público, deberá actuar permanen- 
temente para hacerlo posible, para actualizarlo. 
Asimismo, el campo de acción es muy amplio. En todos los 
campos de la vida de las comunidades cristianas se hace presente la 
actividad administrativa. Esta multiplicidad de situaciones requiere 
una función ejercida sin intermitencias. 
El 'carácter concreto de la función administrativa deriva de su 
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posición respecto a la ley. Como dice el prof. García Trevijano: 
«Cuando decimos que la Administración actúa concretamente no 
queremos decir que lo hace individualmente sino que «concreta» 
más que la ley  normativa^^^. 
Las leyes regulan de' una manera abstracta y general las situacio- 
nes que contemplan. La función administrativa, en cambio, a partir 
de las leyes concreta su actividad a determinados supuestos, a 
situaciones definidas de la vida social. 
Basándose en este carácter concreto de la función administrativa 
algunos canonistas consideran que los reglamentos, las instrucciones 
o las disposiciones generales no deben considerarse actos adminis- 
trativos. Precisamente porque no son concretosz3. 
El acto administrativo verdadero es para ellos el acto concreto, 
entendiendo por tal el acto singular o individual que mira a casos 
singulares o a personas determinables. 
Hemos dicho ya el sentido que debe darse al término «concreto» 
aplicado a la función administrativa y dejamos para el siguiente 
apartado el estudio de los reglamentos e instrucciones como verda- 
deros actos administrativos canónicos. 
6 .  Una definición de la potestad administrativa. 
Concluyendo lo que hasta ahora hemos dicho, resulta fácil agrupar 
los elementos que definen la función administrativa canónica. 
En primer lugar es una parte de la potestad de régimen que existe 
en la Iglesia. 
Su finalidad es la consecución del bien común de una manera 
directa e inmediata, concreta y continua. 
Su actuación se manifiesta aplicando las leyes, dando normas y 
disposiciones de carácter general, y resolviendo controversias, e 
imponiendo penas. 
En toda su actividad la función administrativa está sometida a la 
22. J .  A. ,  GARCIA TREVIJANO, Tratado de Derecho Administrativo 1, Madrid 1%8, 
p. 286. 
23. A. RANAUDO, Note circa il contenzioso amministrativo canonico e Gli Atti 
Amministrativi Canonici, Nápoles 1%9, p. 27: «Deve essere inoltre un atto pratico 
concreto, percio non sono atti amministrativi le disposizioni generali, quali circolari, 
instruzioni, regolamenti emessi dall'autorita. amministrativa.. » 
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ley, lo cual no impide que goce de discrecionalidad suficiente para 
poder cumplir su tareaz4. 
111. LA POTESTAD REGLAMENTARIA 
La competencia de la función administrativa para dictar normas de 
carácter general recibe el nombre de potestad reglamentaria. Ya 
enunciamos antes que en el seno de la función administrativa debían 
distinguirse vanas competencias, una de las cuales era la de estable- 
cer normas o reglas de carácter general. 
Conviene ahora, por la importancia de la cuestión y por la expresa 
regulación que se hace en el nuevo Código, tratar con más deteni- 
miento de la potestad reglamentaria. 
1 .  Fundamento jurídico 
Ante todo, debemos establecer que la potestad reglamentaria 
queda reconocida en el can. 31 § 1, cuando afirma: «Quienes gozan 
de potestad ejecutiva pueden dar, dentro de los límites de su 
competencia, decretos generales ejecutorios.~ 
Así pues, prescindiendo de las razones teóricas que justifican la 
potestad reglamentaria, debemos afirmar que es la misma ley canó- 
nica la que fundamenta jurídicamente la competencia para dictar 
normas de carácter general. 
Tal competencia no proviene de la delegación o concesión del 
legislador para casos determinados, sino que es propia del titular de 
la función administrativa. Así aparece si se comparan los cc. 30 y 31 
del nuevo Código. 
En ellos se pone de manifiesto que si bien quienes gozan sola- 
mente de potestad ejecutiva no pueden dar decretos generales, a no 
ser en los casos particulares en que les haya sido esto expresamente 
concedido por el legislador, pueden, en cambio, dictar decretos 
24. Coincide básicamente con la definición dada por 1. GORDON, en De Tribunali- 
bus Administrarivis propositis a Commisione Codicis J .  C .  recognoscendo, en: Perio- 
dica de re moral;, canonica, liturgica LVII (1968) 610: «est illa pars potastatis 
iurisdictionis, quae intra limites legis, promovet bonum publicum, tum Ieges exse- 
quendo et aliquatenus si opus est interpretando, supplendo ac decretis et dispositio- 
nibus complendo, tum controversias tramite propio dirimiendo, tum certas poenas 
irrogando». 
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generales ejecutorias, sin delegación alguna, en virtud de su propia 
competencia. 
En consecuencia, la ley canónica reconoce - e n  el ámbito de la 
potestad ejecutiva- la potestad reglamentaria, a la que deben atri- 
buirse los actos administrativos de carácter general y normativo, 
como propios de su competencia. 
Varias son las razones que justifican el reconocimiento de la 
potestad reglamentaria en el ordenamiento canónico. 
En primer lugar, la variedad de situaciones a las que debe aplicar- 
se la ley. 
El legislador no puede preveer todas las contingencias que han de 
surgir en el momento de aplicar la ley. Conviene, por tanto, dejar en 
manos de la potestad reglamentaria la competencia para dictar 
aquellas normas que se orienten a una recta aplicación de la ley en 
los supuestos concretos. 
En segundo lugar, la movilidad de la vida social y de la vida de la 
Iglesia. 
La estabilidad propia de las leyes alcanza en mucho menos grado 
a las normas generales administrativas. Éstas son más fácilmente 
revocables y substituibles por otras más adecuadas. La existencia de 
la potestad reglamentaria canónica facilita una mayor adaptación de 
las normas jurídicas a la movilidad de la vida social y de la vida de 
la Iglesia sin tener que modificar con excesiva frecuencia la legis- 
lación. 
En tercer lugar, el respeto por las características propias de las 
Iglesias locales. 
La diversidad de formas y modos en los que se expresa la vida 
cristiana en las Iglesias particulares exige una adaptación de las 
leyes a aquellas peculiaridades, mediante la oportuna promulgación 
de normas administrativas ejecutorias. Los titulares de l a  función 
administrativa, a nivel diocesano, o más amplio, determinarán me- 
diante normas los medios más aptos de aplicar las leyes en sus 
respectivas comunidades. 
Por último, si bien es cierto que la creación de normas generales 
se asemeja a la creación de leyes y podría parecer que ambas han de 
atribuirse a la función legislativa, conviene recordar que la división 
de poderes y funciones nunca se ha aplicado con tal rigor que dentro 
LA POTESTAD REGLAMENTARIA CAN~NICA Y SU ACTIVIDAD 219 
de cada uno de ellos no hubiese algunos aspectos que podrían 
pertenecer a otra función distinta. Asimismo, como ya dijimos, la 
función administrativa -para poder cumplir la tarea que tiene en- 
comendada- tiene competencias distintas y por ello no es homogé- 
nea. La competencia que la ley reconoce a la potestad ejecutiva para 
dictar normas de carácter general (las llamadas leyes materiales) 
deriva y se justifica a partir de los objetivos que dicha potestad 
canónica tiene confiados, estando siempre sometida a la ley25. 
3 .  Actos de la potestad reglamentaria 
El nuevo código evita la denominación de «actos administrativos 
generales» para designar los actos de la potestad reglamentaria26. 
Sin embargo los decretos generales ejecutonos y las Instrucciones, 
a los que se refieren los cánones 31 a 34, deben ser considerados 
actos generales normativos. 
Son actos administrativos en cuanto que proceden de los titulares 
de la potestad ejecutiva canónica. 
Tienen carácter general (contrapuestos a los actos administrativos 
singulares mencionados en los cc. 35 y SS.) en cuanto que están 
destinados a un número indeterminado de personas. 
Son actos normativos en cuanto que establecen, con fuerza vincu- 
lante, normas jurídicas para comunidades determinadas. Las normas 
no agotan su eficacia en una sola aplicación, sino que perduran y se 
incorporan al derecho objetivo. 
Esta última es la nota característica de los actos de la potestad 
reglamentaria: su normatividad, es decir su fuerza jundica para 
regular la vida social. 
Por ello los actos administrativos generales no-normativos no son 
actos de la potestad reglamentana, y, aunque se dirigen a una 
pluralidad indeterminada de personas, no imponen ninguna norma o 
regla de comportamiento. 
Tampoco son actos de la potestad reglamentaria los decretos 
generales a los que se refieren los cc. 29 y 30, ya que se trata de 
25. K.? MOSDORF, De actiblis adrninisrrativis in Ecclesia, ius Populi Dei 111, 
Roma 1972, p. 21: «Actus administrativus quo normae iuridicae ad subditos directe 
statuuntur legi maxime approximatus est, sed a lege distingui debet, quia norma hoc 
modo posita legi inferior estn. 
26. En cambio se aceptaba en los Praenotanda, Communicationes IX (1977) 232: 
«De generalibus sub hoc titulo decretis atque praeceptis agitur sicut et de instmctio- 
nibus, scilicet de actibus administrativis quae indolem generalem habent*. 
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actos legislativos dados por quien tiene potestad legislativa propia, o 
recibida por delegación o concesión expresa. 
a) Los decretos generales ejecutorios 
Los decretos generales ejecutorios se describen en el can. 31 O 1 
de la siguiente manera: «aquellos por los que se determina más 
detalladamente el modo que ha de observarse en la ejecución de la 
ley o se urge la observancia de las leyes*. 
Los decretos generales ejecutorios presuponen -como condición 
previa- la existencia de la ley. Son decretos «secundum legem». A 
partir de lo establecido en la ley, el decreto determina el modo cómo 
debe aplicarse o urge su cumplimiento. Para ello dicta normas 
generales. 
Es obvio que los decretos ejecutorios no se limitan a repetir la ley 
simplemente sino que concretan, con nuevas normas, su obligado 
cumplimiento. El decreto impone conductas no determinadas en la 
ley, pero en aplicación o concreción de la misma. No hay contradic- 
ción entre esta afirmación y el principio de que los decretos ejecu- 
torios no pueden dictar normas «fuera de la ley». 
Los decretos dictados para regular situaciones no previstas en las 
leyes pueden ser llamados decretos generales «praeter legem». Tales 
decretos exceden de la competencia de la potestad reglamentaria, no 
tanto porque impongan iiormas nuevas cuanto porque se dictan sin 
que exista una ley previa que deba ser aplicada. 
En los decretos ejecutorios hay elementos nuevos (no previstos en 
la ley pero necesarios para desarrollarla o aplicarla) pero tales 
elementos no cambian la naturaleza del decreto ejecutorio: es siem- 
pre un decreto en aplicación de la ley previa (secundum legem) y no 
para regular situaciones sobre los que no ha recaído ninguna ley. 
b) Las Instrucciones. 
Las Instrucciones aclaran las prescripciones de las leyes y desar- 
rollan y determinan los modos en que ha de realizarse su ejecución. 
Así consta en el c. 34 § 1. Las Instrucciones son actos administra- 
tivos de carácter general. 
Como ha puesto de manifiesto F. J. Unutia, «no se descubre una 
diferencia sustancial entre decretos generales e instrucciones»*7 y 
27. F .  J . ,  URRUTIA, Decreti, Precetti generali e Zstruzioni, en: Apollinaris LII 
por ello se repite para las Instmcciones cuanto se ha dicho de los 
decretos ejecutorios. Para algunos es una repetición innecesaria. 
Convenía, sin embargo, referirse expresamente a las Instmcciones 
porque, desde la promulgación del Código canónico de 1917, las 
Congregaciones Romanas habían aclarado las leyes o urgido su 
cumplimiento mediante la publicación de Instmcciones. 
El Papa Benedicto XV, en el Motu Propio «Cum Iuris Canonicin, 
de fecha 4 de septiembre de 1917, estableció que incumbía a las 
Sagradas Congregaciones procurar que se observaran religiosamente 
los preceptos del Código y dar, si el caso lo pedía, Instrucciones 
para aclarar los expresados preceptos y dotarles de mayor eficacia. 
En el mismo Motu Propio se prohibía a las Sagradas Congrega- 
ciones dar decretos generales contrarios a las leyes canónicas, sin 
previa autorización del Romano Pontífice. Se privaba a las Congre- 
gaciones de una posible competencia en materia legislativa, para 
reconocerles su condición de órganos de la función administrativa. 
Como observa P. MONETA, la regla establecida en el Motu Propio 
«Cum Iuns Canonicin no fue observada, ya que frecuentemente las 
Congregaciones dieron actos normativos que por la amplitud y 
novedad de su contenido podían considerarse nuevas leyes, e inclu- 
so dieron determinadas Instrucciones a las que se concedía, en 
virtud de una confirmación específica del Papa, la eficacia de dero- 
gar disposiciones contenidas en el Código de Derecho Canónico o en 
otras leyes generales28. 
Con el fin de evitar que bajo el nombre de Instmcciones se den 
verdaderas leyes, así como para que se distingan con claridad las 
leyes de los actos administrativos, convenía que el nuevo Código 
regulara expresamente las Instmcciones como actos administrativos 
generales de carácter normativo. 
c) Diferencias entre los decretos generales ejecutorios y las 
Instrucciones. 
La primera diferencia se refiere a los destinatarios. Los decretos 
(1979) 409 «... non si scopre daerenza di sostanza fra decreti generali esecuton e 
Istmzioni. E per questo, senz'altro, che il c. 35 sulle Istmzioni, non é altro che una 
ripetizione di quanto viene stabilito nei cc. 32-34 sui decreti generali esecuton~. (Los 
números de los cánones son los del proyecto anterior al Código, el 35 es el actual 34, 
y los cc. 32-34 son los actuales 31-33). 
28. P. MONETA, 11 controllo giurisdizionale sugli atti dell'Autorita Amminisrrativa 
nell'Ordinamento canonico, Milán 1973, p. 41, n. 38. 
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generales ejecutorios obligan «a los que obligan las leyes cuyas 
condiciones de ejecución determinan o cuya observancia urgen» (c. 
32). Es necesario, en primer lugar, identificar los sujetos pasivos de 
la ley canónica, ya sea universal o particular. Luego, será necesario, 
además, establecer el ámbito de competencia del autor del decreto 
para conocer cuáles son las personas obligadas a cumplirlo. 
Una ley dada para los clérigos obliga únicamente a los que son 
clérigos y una norma administrativa general dada por un Obispo 
diocesano en aplicación de aquella ley, obliga solamente a los 
clérigos pertenecientes a la jurisdicción de aquel determinado 
Obispo. 
Las Instrucciones contienen normas destinadas a aquellos a quie- 
nes compete cuidar que se cumplan las leyes (c. 34 C1 1). En el 
derecho administrativo civil, bajo el nombre de Instrucciones de 
servicio se entienden órdenes directivas impartidas por una autori- 
dad superior a sus subordinados en las que se fija el sentido de su 
actuación. Las Instrucciones no se consideran actos de la potestad 
reglamentaria porque no contienen normas jurídicas. 
En el campo canónico, las Instrucciones deben considerarse actos 
de la potestad reglamentana, y no simples órdenes directivas, ya que 
se establecen normas jurídicas dirigidas a las personas que tienen a 
su cargo velar por el cumplimiento de la ley y son súbditos del autor 
de la Instrucción. 
La segunda diferencia radica en la necesidad de promulgación y 
vacación exigida para los decretos generales ejecutorios (c. 31 9 2) 
mientras que nada se establece respecto a la promulgación y vaca- 
ción de las Instrucciones. 
¿Por qué este silencio de la Ley? Tal vez el número más reducido 
de personas obligadas por las Instrucciones y su mayor vinculación 
al titular de la potestad reglamentaria (participan con él en el 
encargo de hacer cumplir la ley) han movido al legislador a no 
establecer nada al respecto y considerar suficiente el simple conoci- 
miento de la Instrucción por parte de los destinatarios para que 
aquella comenzara a producir sus efectos. 
4. Subordinación a la ley. 
Ya dijimos, de una manera general, que toda la actividad adminis- 
trativa estaba subordinada a la ley. Lo mismo afirmamos ahora, al 
hablar de la potestad reglamentaria: tanto los decretos generales 
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ejecutorios como las instrucciones están subordinados a lo estableci- 
do en las leyes. 
Esta subordinación se refiere, en primer lugar, al contenido o 
materia de los decretos e instrucciones: sus normas se dictan en 
ejecución de la ley, ni fuera ni en contra de la ley. 
El c. 33 § 1 dice expresamente: «Los decretos generales ejecuto- 
nos, aunque se publiquen en directorios o documentos de otro 
nombre, no derogan las leyes y sus prescripciones que sean contra- 
rias a las leyes no tienen valor alguno*. 
Se promulga, por tanto, una ley irritante por la cual no sólo se 
prohibe que el decreto contradiga a la ley, sino que se declara nulo 
el decreto que lo hiciera. La misma nulidad se establece en el c. 34 § 
2 para las instrucciones dictadas en contra de lo establecido en las 
leyes. 
Así pues, los actos de la potestad reglamentaria ni pueden derogar 
la ley, ni sus cláusulas pueden contradecirla. Son siempre normas 
~secundum legem», en aplicación de la ley. 
La subordinación a la ley debe entenderse en sentido amplio, es 
decir a las normas del derecho objetivo. Por tanto, los actos de la 
potestad reglamentaria están sujetos tanto a las leyes universales o 
particulares, como a los decretos e instrucciones de rango superior. 
Así, por ejemplo, la potestad reglamentaria de ámbito diocesano 
debe subordinar sus actos a lo dispuesto en las leyes universales, en 
las leyes diocesanas, y en los decretos generales ejecutorios e 
instrucciones de rango universal. 
Considero, asimismo, que serían decretos o instrucciones contra- 
rios a la ley aquellos que regularan materias o conductas sobre las 
que no exista ninguna ley previa. Los decretos generales ejecutorios 
y las instrucciones se dictan en aplicación de la ley, no «fuera de la 
ley». Así se explica que si cesa la ley para cuya aplicación fueron 
dictados, no tiene razón de ser que se mantenga en vigor el decreto 
o la instrucción. Por tanto, como se establece en los cánones 33 S 2 
y 34 § 3, al cesar la ley cesan los decretos generales ejecutorios y 
las instrucciones que habían sido dadas para la ejecución de aquélla. 
En segundo lugar, la subordinación de la potestad reglamentaria a 
la ley se manifiesta también en la designación de los titulares de la 
misma. El Código de Derecho canónico establece quienes so.n los 
titulares de la potestad ejecutiva así como la extensión de su 
competencia. Son de aplicación en este punto los cánones que hacen 
referencia a la potestad ejecutiva ordinaria y delegada (cc. 136-143). 
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La expresión, reiterada en los cc. 31 § 1 y 34 § 1, «dentro de los 
límites de su competencia», fija la necesidad de fundamentar la 
competencia reglamentaria en los preceptos de la ley. 
La ley fija también requisitos previos o solemnidades que han de 
ser observados en la promulgación de los decretos. Son de obligado 
cumplimiento por parte de los titulares de la potestad reglamentaria 
y son un aspecto más de la subordinación a la ley (c. 31 § 2). 
Por último, debe recordarse que la misma ley canónica establece 
que se dicten decretos generales ejecutorios o instrucciones en 
determinados casos o para regular determinadas materias. Corres- 
ponderá a los titulares de la potestad reglamentaria, en ejecución de 
la ley, dictar los mencionados actos normativos. 
Así por ejemplo: en el c. 1261 § 2 se dice: «El Obispo diocesano 
debe advertir a los fieles y urgirles de manera oportuna sobre la 
obligación de que trata el c. 222 § 1» (de ayudar a la Iglesia en sus 
necesidades); en el c. 527 § 3: «El Ordinario del lugar determinará el 
tiempo dentro del cual debe tomarse posesión de la parroquia ... » 
En ambos cánones, se impone a los titulares de la potestad 
reglamentaria urgir una obligación y concretar o aplicar una ley. La 
manera como cumpliran este encargo de la ley será dictando una 
norma general administrativa, es decir, un decreto general ejecu- 
torio. 
En muchos otros cánones29 se atribuye al Obispo la potestad de 
dar normas generales, en el ámbito de su competencia, y en aplica- 
ción o concreción de lo dispuesto en el Código de Derecho Canó- 
nico. 
5 .  Los titulares de la potestad reglamentaria. 
El Derecho canónico atribuye a los titulares de la potestad ejecu- 
tiva la competencia para dictar tanto los actos administrativos gene- 
rales con carácter normativo como los actos administrativos singula- 
res. Debe decirse, por tanto, que no hay distinción entre ser titular 
de la potestad ejecutiva y de la potestad reglamentaria. Son sujetos 
idénticos. 
Los titulares de la potestad ejecutiva pueden serlo exclusivamente 
29. Véanse los cc.: 98 5 2, 277 5 3, 283 5 2, 513 5 1, 536 § 2, 548 5 1, 775 5 1, 838 
4, 935, 943, 961 § 2, 1121 5 1, 1232, 1244 § 2, 1248 5 2, 1275, 1308 5 3. 
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de esta potestad o pueden serlo juntamente con las potestades 
legislativa y judicial. 
Son titulares de toda la potestad de régimen (incluyendo las 
funciones de legislar, ejecutar y juzgar) para la Iglesia Universal: el 
Romano Pontífice (c. 331) y el Colegio de los Obispos (c. 336). 
Son titulares de toda la potestad de régimen para las Iglesias 
particulares: los Obispos diocesanos (c. 391 § 1) y aquellos (que 
presiden otras comunidades de fieles y se equiparan en derecho al 
Obispo diocesano (cc. 381 § 2, 356 9 8). 
Son titulares exclusivamente, o al menos prevalentemente, de la 
potestad ejecutiva, para la Iglesia universal: la Secretaría de Estado 
o Papal, el Consejo para los Asuntos Públicos de la Iglesia, las 
Congregaciones (a excepción de la Congregación para la doctrina de 
la Fe, que conserva funciones judiciales) y la Prefectura Económica 
(C. 36Q3O. 
Son titulares exclusivamente de la potestad ejecutiva para las 
Iglesias particulares: los Vicarios Generales y los Vicarios Episco- 
pales (c. 391 § 2). 
Son tambien titulares de la potestad ejecutiva aquellos que lo han 
recibido mediante delegación o subdelegación, a tenor del derecho. 
(cc. 137 a 144). 
En los Institutos religiosos clericales de derecho pontificio y en1 las 
sociedades clericales de vida apostólica de derecho pontificio, los 
Superiores Mayores tienen, al menos, potestad ejecutiva (c. 134 Q 1). 
La existencia de titulares de la potestad ejecutiva que simultánea- 
mente poseen las potestades legislativa y judicial, plantea en el 
ordenamiento canónico la dificultad de saber cuándo se ejerce una u 
otra potestad y, en consecuencia, si se trata de un acto jurídico 
susceptible de ser calificado como legislativo, judicial o ejecutivo. 
En concreto, por lo que se refiere a los actos de la potestad 
reglamentaria, nos hallamos ante la dificultad de saber si una norma 
general es un acto legislativo o es un acto administrativo normativo, 
en el supuesto de que su autor sea titular tanto de la potestad 
ejecutiva como de la legislativa. Por el contrario, si la norma general 
proviene de quienes tienen únicamente potestad ejecutiva podemos 
30. J. A.,  S ~ U T ~ ,  La reforma de la Curia Romana, en: Ius Canonicum VI11 (1W) 
554: «La imprecisión de la R.E.U. respecto a este tema impide llegar a conclusiones 
categóricas, pero, en nuestra opinión, tan sólo las Congregaciones y la Prefectura 
Económica tienen competencia administrativa.. .» 
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afirmar con seguridad que se trata de un decreto general ejecutorio o 
de una instrucción. 
Es cierto, en consecuencia, que el criterio orgánico no resuelve 
siempre la duda sobre la naturaleza de la norma general. Es decir, 
por el solo hecho de saber que unas normas tienen como autor al 
Vicario General de una diócesis o a una determinada Congregación 
Romana, podemos concluir que se trata de actos administrativos, 
pero no podemos llegar a la misma conclusión si las normas proce- 
den del Obispo diocesano, ya que éste puede haber actuado bien 
como legislador bien como titular de la potestad ejecutiva. 
Sería necesario, para mantener con seguridad el criterio orgánico, 
que los titulares de la potestad ejecutiva explicitaran cuándo, en 
ejercicio de la misma, han decidido dar decretos o instrucciones y 
no leyes; cuándo actúan como legisladores y cuándo como ejecuto- 
res de la ley3' . 
Por otra parte, no se encuentran en el nuevo Código diferencias 
en los modos de promulgación de una ley y de un decreto general 
ejecutorio (c. 31 O 2) ni solemnidades especiales por los que estos 
últimos puedan distinguirse de las leyes. La necesidad de una mayor 
y mejor formalización de los actos jurídicos normativos ha sido 
señalada como una mejora a introducir en el ordenamiento canó- 
n i ~ o ~ ~ .  
En consecuencia, la distinción entre las leyes y los actos adminis- 
trativos normativos podrá establecerse en base a la finalidad pró- 
xima de éstos (la aplicación de la ley) y a su subordinación a la ley 
(siempre asecundum legem»). 
El criterio orgánico y el critério formal, hoy por hoy, son insufi- 
cientes en el ordenamiento canónico para distinguir los actos jurídi- 
cos de la potestad legislativa de los de la potestad ejecutiva o regla- 
mentaria, y, por tanto, no se ha alcanzado todavía aquella clara 
distinción de las funciones legislativa, administrativa y judicial y la 
conveniente atribución de cada una de ellas a diversos órganos, que 
se formulaba como principio directivo para la revisión del Código33. 
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IV. IMPUGNACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS 
NORMATIVOS 
Ya hemos señalado que la tarea propia de la función administrati- 
- - 
va en la Iglesia exige una actividad continua y concreta por parte: de 
sus titulares. Por ello, no puede excluirse que los actos administra- 
tivos, en determinados supuestos, sean actos ilegítimos (porque 
violan la norma jurídica) y lesionen los derechos subjetivos de los 
fielesM. 
Para que los fieles pudieran tutelar sus derechos frente a los 
actos de la potestad administrativa, el ordenamiento canónico esta- 
bleció un sistema de garantías que recibe el nombre de «Justicia 
Administrativa» 35. Los fieles pueden impugnar los actos administra- 
tivos cuando se crean injustamente lesionados. El mismo derecho 
canónico les ofrece esta legítima defensa. 
El nuevo Código mantiene el sistema de Justicia Administrativa 
llamado de «doble jurisdicción». Fue introducido en 1%7 por Pablo 
VI al crear un verdadero tribunal administrativo -competente para 
juzgar las controversias administrativas- en la Sección 2.a  del 
Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica. Con esta innovación 
se ponía fin al sistema llamado de «Administrador-Juez» vigente en 
la Iglesia desde la reforma de la Curia Romana llevada a cabo por 
Pío X en 1908. 
El sistema llamado «de doble jurisdicción» postula la existencia de 
dos clases de tribunales: los judiciales y los administrativos. Estos 
últimos se distinguen tanto de los órganos activos de la función 
administrativa como de la jurisdicción judicial. Basta la existencia de 
un único y supremo tribunal administrativo capaz de juzgar la 
legitimidad de todos los actos administrativos para que pueda ha- 
blarse de «doble jurisdicción». 
Este es el caso de la legislación canónica contenida en el nuevo 
Código de Derecho Canónico'. 
tiones 1 (1%9) 83: «...potestatis ecclesiasticae clare distinguantur diversae functiones, 
videlicet legislativa, administrativa et iudicialis, atque apte definiatur a quibiisdarn 
organis singulae functiones exerceantur*. 
34. D. STAFFA, D e  Supremo Tribunal; Administrativo seu de Secunda Sectione 
Supremi Tribunalis Signaturae Apostolicae, en: Periodica de re morali, canonica, 
liturgica LXI (1972) 19: «Fien enim potest ut vanae partes administrationis quamvis 
sincerissima fide rectaque intentione operentur, iura laedant sive Chnstifidelium sive 
membrorum cleri diocesani ve1 religiosi~. 
35. 1. GORWN, De Iustitia administrativa Ecclesiastica tum transacto ternpore 
tum hodierno, en: Periodica de re morali, canonica, liturgica LXI (1972) 251-378. 
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En el c. 1400 § 2 se establece, como la hacía el c. 1601 del Códig~ 
de 1917, que los tribunales judiciales no tienen competencia para 
resolver las controversias provenientes de un acto administrativo. 
Solamente el Superior o el tribunal administrativo son competentes 
para resolverlas. Con ello se excluye el sistema de «jurisdicción 
única,» o de recurso al tribunal judicial. 
Queda, asimismo, excluido el sistema del «Administrador-Juez» 
por cuanto, además de poder acudir al Superior para que resuelva la 
impugnación de un acto administrativo de un titular inferior a él, 
puede también acudirse «al tribunal administrativo». 
Este Tribunal administrativo, mencionado en el c. 1400 § 2, no es 
otro que la Sección 11 del Supremo Tribunal de la Signatura Apostó- 
lica, ya que los tribunales administrativos de primero y segundo 
grado que se configuraron en los esquemas preparatorios del nuevo 
Código, de hecho no se introdujeron en el mismo3'j. 
La competencia de la referida Sección 11 -único tribunal adminis- 
trativo de la Iglesia- se determina en el c. 1445 § 2, en los 
siguientes términos: «Este mismo tribunal dirime los litigios prove- 
nientes de un acto de la potestad administrziiiva eclesiástica que se 
lleven a él legítimamente, así como otras controversias administrati- 
vas que le hayan sido remitidas' por el Romano ~ontíflce' o por los 
dicasterios de 'la Curia Romana, y los conflictos de competencia 
entre dichos Dicasterios». 
El Código ha recogido el contenido del n .O 106 de la Constitución 
Apostólica «Regirni Ecclesiae Universae» y el art. 96 de las Normas 
36. El texto preparado y no promulgado decía: «Can .... 5 1. Unaquaeque Episco- 
pomm conferentia tribunal administrativum stabiliter constituere potest, ve], si opus 
sit, plura per tenitorium distributa, quae videant in primo gradu de recursibus 
adversus decreta ab Episcopis extra iudicium lata. 
§ 2. Episcopomm conferentia potest statuere ut hoc tribunal competens sit ad 
videndum etiam de recursibus adversus decreta lata ab omnibus ve1 a nonnullis ipsius 
conferentiae organis, non autem ab ipsa conferentia; quod si ea tribunalia plura sint, 
potest huiusmodi competentia ve1 uni ve1 pluribus tribui. 
' Can ... § 1. Conferentia Episcopomm potest etiam unum tribunal administrativum 
secundi gradus constituere apellationibus recipiendis adversus sententias in primo 
gradu latas a tribunalibus, de quibus in can ... 
8 2. Quod si contigent: 
1.O adversus sententiam primi gradus appellari potest ve1 ad hoc tnbunal secundi 
gradus ve1 ad Signaturam Apostolicam; si tamen alius ad aliud tnbunal appellet, 
competentia in secundo gradu est penes Signaturam Apostolicam, nisi haec aliter 
decemat; 
2.O adversus sententiam latam a tribunali de quo in 5 1, datur apellatio ad 
Signaturam Apostolicam. 
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Especiales por las que se rige el Tribunal de la Signatura Apos- 
t ó l i ~ a ~ ~ .  
Supuesto el sistema de Justicia Administrativa canónica, debernos 
preguntarnos -siguiendo nuestro estudio sobre la potestad regia- 
mentaria y sus actos- sobre una posible impugnación de los actos 
normativos. ¿Pueden impugnarse los decretos ejecutonos de los 
Obispos mediante el recurso jerárquico? 
¿Puede plantearse un litigio ante la Sección 13 de la Signatura 
contra los actos normativos de las Congregaciones Romanas? ¿Cuál 
es la protección que el ordenamiento canónico ofrece a los fieles 
cuando son lesionados en sus derechos por un acto administrativo 
general? 
Para responder adecuadamente a estas preguntas conviene que 
establezcamos las siguientes precisiones: 
f .  La. Legitimación 
La «acción pública» o posibilidad de impugnar los actos adminis- 
trativos por parte de los fieles que no tienen interés directo alguno, 
no es reconocida en el ordenamiento canónico. Es necesario que los 
fieles que pretendan impugnar un acto administrativo se consideren 
perjudicados por tal acto, tanto si se trata de un acto singular como 
general. 
También el acto administrativo normativo, aun cuando por su 
carácter general se dirige a una pluralidad indeterminada de fit:les, 
puede lesionar los derechos subjetivos o los intereses protegidos por 
la ley de determinadas personas o grupos de fieles. Así, por,ejemplo, 
el caso de un decreto general ejecutorio por e'l.'que un. Obispo 
estableciera la edad de setenta años como momento para imponer la 
jubilación obligatoria a los párrocos de su diócesis (en contra de lo 
previsto en el c. 538 § 3). 
Para poder plantear la impugnación de un acto administrativo es 
necesario en todo caso que los fieles tengan un interés personal, 
individual y actual en la impugnación.- El perjuicio que el acto 
administrativo causa en su condición jurídica les da la necesaria 
legitimación para impugnarlo. 
37. ' PAULUS V I ,  Constitutio Apostolica ~Regimini Ecclesiae Universaew 15-VIII- 
1967, en: A.S.S. 59 (1967) 885-928; Norrnae Speciales in Supremo Tribunal; Signaru- 
roe Aposrolicae ad experimentum servandae, 25-111-1968,' en:.Periodica de re moral;, 
canonica, liturgica L IX  (1970) 114-165. 
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2 .  El Fundamento de la Impugnación 
El fundamento de toda impugnación es la defensa de los derechos 
subjetivos lesionados por un acto administrativo. En el ordena- 
miento canónico siempre ha tenido más importancia la tutela de los 
derechos de los fieles que la reintegración del orden jurídico violado. 
Uno y otro aspecto están implicados mutuamente y se hallan en toda 
impugnación, pero, directamente, los fieles pretenden el reconoci- 
miento de sus derechos y sólo indirectamente la legitimidad de los 
actos administrativos. 
Sin duda, la revisión de los actos administrativos no puede des- 
entenderse de la sumisión de éstos al imperio de la ley, pero no 
prevalece este «contencioso de legalidad* sobre el «contencioso de 
los derechos subjetivos». En consecuencia el fiel legitimado para 
impugnar un acto administrativo puede pretender tanto el reconoci- 
miento y defensa de sus derechos subjetivos como la declaración de 
nulidad, o anulabilidad o reforma del acto administrativo. En mi 
opinión, tanto en el recurso administrativo como en el tribunal 
administrativo, la competencia del Supenor y del Juez es doble: no 
sólo para pronunciarse sobre la ilegitimidad del acto administrativo 
sino también sobre la defensa de los derechos  subjetivo^^^. 
3. Impugnación directa de los actos normativos de los Ordinarios 
La impugnación directa de los actos normativos (decretos genera- 
les ejecutorios, Instrucciones) pretende que tales actos sean declara- 
dos nulos, o anulables, o reformados, prescindiendo de los casos 
concretos a los que hayan sido aplicados. Se trata de un 'ataque 
frontal al mismo acto normativo. 
El c. 1732 excluye la posibilidad de impugnar directamente los 
actos normativos ante el Supenor de quien los produjo, por cuanto 
afirma que el recurso administrativo regulado en el Código sola- 
mente se aplica a los decretos y demás actos administrativos sin- 
gulares. 
En consecuencia, no puede recurrirse a las Congregaciones roma- 
nas contra los decretos generales ejecutorios de los Obispos ni 
38. 1. GORDON, De obiecto primario competentiae Sectionis Alterius S.T. Signa- 
turne Apostolicae, en: Periodica de re morali, canonica, liturgica LXVIII (1979) 505- 
542. 
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tampoco al Obispo contra los decretos generales ejecutorios de 
aquellos que le están subordinados y son titulares de la potestad 
administrativa. 
Asimismo, la facultad concedida al Superior para declarar nulos 
los decretos o rescindirlos o revocarlos o corregirlos o substituirlos 
por otro o abrogarlos (c. 1739), se ha de referir exclusivamente a los 
actos administrativos singulares, sin que pueda hacerlo con los 
decretos generales ejecutorios o las instrucciones. 
Cabe preguntarse si esta disposición del nuevo Código es más 
restrictiva que la norma del c. 1601 del Código de 1917. En éste se 
decía: «No cabe apelación o recurso de la S. Rota contra los decre- 
tos de los Ordinarios, sino que en estos recursos entienden exclusi- 
vamente las Sagradas Congregaciones». 
Una interpretación literal de la expresión «decretos de los Ordina- 
rios» nos lleva a afirmar que tanto los decretos singulares como los 
decretos generales de los Ordinarios podían ser impugnados ante las 
Sagradas Congregaciones, ya que en ninguna parte del Código se 
prohibía recurrir contra los decretos generales, y el c. 1601 estable- 
cía la posibilidad del recurso con carácter general39. 
Asimismo, si se acude al instituto canónico de la apelación extra- 
judicial - q u e  precedió como sistema de justicia administrativa al 
sistema establecido en el c. 1601- debe afirmarse que la impugna- 
ción de los decretos generales era posible siempre que causaran 
daño en los fieledO. Por ello, nos parece que, tanto en el supuesto de 
la apelación extrajudícial como en el supuesto del recurso jerárquico 
previsto en el c. 1601, fue posible impugnar los actos administrativos 
generales de los Ordinarios. 
Negada la posibilidad de plantear actualmente un recurso jerár- 
quico contra los actos administrativos generales de los Obispos, 
según establece el c. 1732; jcabría la posibilidad de impugnarlos 
39. G .  DELGADO DEL &O, LOS Recursos administrativos canónicos, La Chiesa 
dopo il Concilio 11, Milán 1972, p. 518: «...hacemos notar como la voluntad de tutela 
y protección jundica, manifestada en el can. 1601, ha de entenderse frente a cualquier 
decreto de los ordinarios ... » y p. 528: «Pensemos en el caso de que el recurso tuviese 
por objeto una disposición de caiácter general ...» 
40. D. BOUIX, Tractatus de Judicis Ecclesiasticis 11, Pans 1884, p. 259: «...si lex 
disciplinaris quae applicatur non sit universalis, sed particularis (puta aiicujus dum- 
taxat dioceseos, ve1 provinciae ecclesiasticae), absolute fieri potest ut sit injusta ve1 
prava. Quo casu ab applicatione talis legis licita ent appellatio; sed tunc producet 
effectum devolutivum tantum, non autem suspensivum~; L. FERRARIS, Bibliotheca 
canonica juridica moralis theologica 1. Roma 1885, pp. 3%-310. 
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directamente ante la Sección 11 del Tribunal de la Signatura Apostó- 
lica? 
También esta posibilidad queda excluida. por cuanto a tenor de las 
Normas por las que se rige el mencionado Tribunal Supremo, los 
actos administrativos de los Obispos diocesanos no son recumbles 
directamente a la Signatura Apostólica, sino que se exige el trámite 
previo del recurso administrativo ante las Congregaciones romanas. 
Solamente a partir de la decisión tomada por éstas podrá plantearse 
el recurso contencioso-administrativo4' . 
¿Debemos concluir, en consecuencia, que no existe remedio algu- 
no, en el nuevo código, para impugnar directamente los actos 
normativos de los Obispos diocesanos? 
Según la doctrina constante y unánime de los autores canónicos 
puede recumrse al Superior contra su propia ley o contra una ley 
dada por un inferior, mediante los remedios jurídicos llamados 
«supplicatio» y «remonstratio», en base a la presunta voluntad del 
legislador de no querer obligar a una comunidad contra la justicia o 
contra el bien común. 
Pienso que, por analogía y por idénticas razones, ha de conside- 
rarse aplicable a los actos administrativos normativos y, concreta- 
mente, a los decretos generales ejecutorios y a las instrucciones, la 
supplicatio y la remonstratio que han de considerarse recursos «sui 
generis», o ~provocatio ad hierarchicum legislatoris supe~iorem»~'. 
Tal recurso podrá hacerse al mismo autor del decreto o a su 
superior. 
Debe, sin embargo, afirmarse que esta garantía o protección 
ofrecida a los fieles para la defensa de sus derechos lesionados por 
los actos administrativos normativos es jurídicamente muy im- 
perfecta. 
4. Impugnación directa de los actos normativos de las Congre- 
gaciones Romanas. 
Caso distinto del anterior es la posible impugnación, mediante 
41. Normae Speciales in Supremo Tribunali Signaturae Aposrolicae ad experimen- 
tlcm seniandae, O.C. p. 148: «Art. %: Per Sectionem alteram Signatura Apostolica 
cognoscit: 1) contentiones ortas ex actu potestatis administrativae ecclesiasticae, ad 
eam delatas ob interpositam appeliationem seu recursum adversus decisionem compe- 
tentis Dicasterii, quoties allegetur legis violatio ... » 
42. G.  MCHIELS, Normae Generales Zuris canonici 1, Pans 1949, pp. 198-200. 
recurso contencioso-administrativo, de los actos normativos de las 
Sagradas Congregaciones. 
La Pontificia Comisión para la Interpretación de los Decretos del 
Concilio Vaticano 11 admitió, en su Respuesta de 11 de enero de 
1971, que se podía recumr a la Sección 11 del Tribunal de la 
Signatura Apostólica contra la decision de una Congregación aun 
cuando no hubiese precedido una decisión de una autoridad eclesiás- 
tica inferior43. Es decir podía interponerse recurso contra los actos 
que fueran de iniciativa propia de las Congregaciones romanas. 
Indudablemente los decretos generales ejecutonos y las instruc- 
ciones de las Sagradas Congregaciones son actos administrativos 
normativos, dictados por propia iniciativa, en orden a la aplicación 
de las leyes canónicas. ¿Puede interponerse recurso ante la Si,gna- 
tura Apostólica contra tales decretos generales ejecutorios? 
Los canonistas que han tratado este punto manifiestan la dificultad 
de dar una respuesta segura. He aquí algunas razones, en favor y en 
contra, de tal recurso contencioso-administrativo. 
a) La expresión del c. 1445 § 2 «los litigios provenientes de un 
acto de la potestad administrativa ... » no excluye, por su afirmación 
general, a los actos normativos. 
b) Las Normas ~ s ~ e c i a l e s  del Tribunal de la Signatura -antes 
citadas- establecen la distinción entre «actos y decretos» (art. 105 § 
1, 106 § 2, 109 § 3) «de donde se infiere que la impugnación se hace 
extensiva tanto a los actos administrativos como a las disposiciones 
generales o Reglamentos>>44. 
c) La necesaria protección de los derechos de los fieles, lesiona- 
dos por los decretos ejecutorios de las Congregaciones requieren que 
pueda obtenerse la declaración de que tales decretos «no ti~enen 
valor alguno» porque están en contradicción con lo establecido en 
las leyes (cc. 33 § 1 y 34 § 2). 
d) La impugnación de los actos normativos supone un sisterria de 
Justicia Administrativa avanzado y progresivo y «no parece que en 
43. Pontificia Commissio Decretis Concilii Vaticani II interpretandis, Responsa ad 
proposita Dubia, en: Communicationes 111 (1971) 167. 
44. P. GARCIA MANZANO, Problemática del recurso contencioso administrativo en 
la Igksia, en: Zus Canonicum XII (1972) 85; P .  MONETA, Il controllo giurisdizionale 
sugli atti dell'dutorita amministrativa nell'ordinamento canonico 1, Milán 1973, p. %, 
n. 65; P. VITO PINTO, La Giustizia amministrativa della Chiesa, Milán 1977, p. 80. 
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este punto lo sea el ordenamiento canónico en el que acaba de 
implantarse el recurso contencioso administrativo.. . 
Sería deseable, no obstante, una mayor concreción en este punto 
por parte del texto legal e incluso que el Tribunal actuara con un 
criterio de amplitud que supliera la deficiencia  normativa^^^. 
e) No dejaría de ser sorprendente que el nuevo Código hubiese 
excluido el recurso jerárquico contra los actos normativos de los 
Ordinarios y h'ubiese admitido el recurso contencioso-administrativo, 
contra los actos normativos de las Congregaciones. 
5 .  Impugnación indirecta de los actos normativos. 
La impugnación indirecta de los actos normativos se realiza por 
medio de la impugnación de los actos singulares que se dictan en 
aplicación de aquellos. Se impugna directamente el acto administra- 
tivo singular e indirectamente el acto normativo. 
La admisión de tal impugnación implica la nulidad o reforma del 
acto singular, pero de por sí no alcanza el acto normativo, el cual 
conserva su fuerza obligatoria aunque se «inaplica» al acto concreto 
impugnado. La multiplicidad de impugnaciones y la aceptación de 
las mismas en nada modifica el acto normativo como tal. 
No parece que deba negarse la posibilidad de interponer un 
recurso canónico para impugnar directamente un acto administrativo 
singular e indirectamente un decreto general ejecutorio, en base a la 
lesión injusta que causa en los derechos del fiel. 
Por tratarse de la impugnación de un acto singular es de aplicación 
el c. 1732 que admite el recurso al Superior jerárquico contra los 
decretos y todos los actos administrativos singulares. 
El motivo para recurrir es «cualquier motivo justo». En nuestro 
caso, el motivo justo sería la lesión causada en los derechos del fiel 
por un acto administrativo singular que ha sido dictado en aplicación 
de un acto normativo ilegítimo. 
Correspondería al Superior resolver el recurso y -agotada la vía 
administrativa- la misma controversia podría ser dirimida por la 
Sección 11 del Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica. En uno u 
45. J. A. S ~ U T ~ ,  El Reglamento del Tribunal de la Signatura Apostólica, en: 114s 
Canonicum IX (1969) 535; T .  RINCON, Actos normativos de carácter administrativo, 
La N o m a  en el Derecho Canónico 1, Pamplona 1971, pp. 958-976. 
otro caso, la resolución administrativa o judicial, se pronunciará 
sobre la legitimidad del acto singular dictado en aplicación del acto 
normativo y sobre el derecho lesionado de los fieles. De este modo 
se atendería a la legitimidad de los actos administrativos canónicos y 
a la debida protección de los fieles. 
Jaime TRASERRA 
Diputación, 23 1 
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Summary 
The new Code of Canon Law has established that the canonical power of 
government is  divided i n  legislative, executive and judicial. This triple distinction was 
already outlined in  the reformation of the Roman Curia by Pius X in  1908 and 
compiled i n  the Code i n  1917. Nevertheless the new Canon Law deals with a much 
more wide and complete way with the three above mentioned powers and identifies 
the expression executive power with the wider administrative one. 
The function entrusted to the canonical administrative power is not homogeneous; 
it has to remain subordinate to the law always, it demands a discretionability 
background, promotes directly and immediatly the ccutilitas Ecclesiae.> or public 
welfare, and has a steady and concrete character. 
Among the competentes inherent to the administrative power, there is  the faculty 
to establish rules of general character. Such a competence is  named regulative power 
and i t  is  compiled in  the 31st canon 1st paragraph. The acts of the regulative power 
are the general executory decrees and instructions, and have the characteristic of 
being normative acts, dictated by the holders of the canonical executive power. The 
above mentioned acts, that have to be considered general administrative ones, are 
subordinated to what it is established by law, and are iegulations given when 
applying a law. 
The new Code maintains the double jurisdiccion system as a guarantee system 
yiven by the canonical regulation in  order to protect the faithful from the adminis- 
trative power in  the case their rights were unjustly damaged. Nevertheless the 
hierarchical appeal established in  the canon 1732 remains reserved to the singular 
administrative acts and nothing is  said about a possible impugnation of the general 
administrative ones. The author sets forth the case of a direct impugnation of 
normative acts by Ordinaries under the Holy See, before the Roman Congregations or 
the Second Section of the Supreme Court of the Apostolic Signature, but he does not 
consider viable this possibility i n  the actual Canon Law. He also studies the 
arguments for and against the direct impugnation of normative acts of the Roman 
Congregations before the above mentioned Second Section of the Apostolic Signature, 
but i t  is  not possible to draw any conclusion. On the other hand the author holds up 
the oppinion that the indirect impugnation of normative acts is possible setting forth 
the impugnation of a singular administrative act given in application of a normative 
one. It is  possible besides for the hierarchical superior or the judge ~ ( n o t  o applym 
the administrative rule to the impugned concrete act for considering it il4egitimate 
and a damage for the rights of the faithful. 
